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La responsabilidad patrimonial extracontractual del Estado es un tema sumamente 

importante en la vida jurídica expuesto en este caso frente a los ataques 

terroristas a estaciones de policía con víctimas civiles, donde se ha imputado 

dicha responsabilidad desde dos posturas en cuanto a la responsabilidad objetiva 

como lo son el Daño especial y el Riesgo Excepcional, incluso desde la 

responsabilidad subjetiva frente a una eventual falla en el servicio, sin que exista 

una postura concreta por parte del Consejo de Estado. Se realiza un estudio 

jurídico conceptual y de la jurisprudencia. 

 

Palabras Clave: Responsabilidad patrimonial extracontractual del Estado, Ataques 

terroristas, Estaciones de policía, Víctimas civiles, Daño especial, Riesgo 

excepcional, Falla en el servicio. 

 

Abstract  

Contractual liability of the State is an extremely important issue in the legal life 

exposed in this case against terrorist attacks on police stations with civilian 

casualties, imputing such liability from two positions in terms of liability as are the 

special Damage and the exceptional risk, even from the subjective responsibility 

against a possible failure in service, without there being a specific position by the 

Council of State. a conceptual study is conducted legal and jurisprudence. 

Keywords : responsibility of the State , terrorist attacks, police stations , civilian 

casualties, special, exceptional Risk, service failure. 
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Introducción  

 

Colombia es un país que ha estado sumido en un conflicto interno armado desde 

mediados del siglo XX el cual persiste en la actualidad, esto es entre la Fuerza 

Pública Colombiana y las Guerrillas, no obstante, este conflicto se agudizó entre la 

década de los 80’s y 90’s con el nacimiento y la posterior consolidación del 

narcotráfico en el país, generando una época cruda en la que se atentó de manera 

indiscriminada contra la sociedad civil; resaltando de igual manera que pese a los 

esfuerzos realizados por algunos gobiernos por terminar esta absurda guerra tanto 

por vías diplomáticas vgr. el Plan Colombia desarrollado en el gobierno de Andrés 

Pastrana Arango cómo la intensificación de la actividad militar proyectada en el 

gobierno de Álvaro Uribe Vélez que a la larga no ha acabado con esta 

problemática. 

 

La presente investigación se cimienta sobre la necesidad imperiosa de conocer y 

aclarar los conceptos relacionados con la responsabilidad que tiene el Estado 

colombiano en los atentados que se presentan contra las instituciones 

representativas de orden nacional como la Policía Nacional, ataques que generan 

daños colaterales en la población civil, es aquí donde se entra a estudiar el grado 

de responsabilidad que le cabe al Estado por los estragos cometidos por un 

tercero (llámese guerrilla, paramilitares o bandas criminales), haciendo un estudio 

de diferentes autores que han tratado esta problemática en Colombia, 

adicionalmente se plantea el estudio de conceptos como “la falla en el servicio” ,“el 

daño especial”, “el riesgo excepcional”, desarrollados en diferentes 

pronunciamientos efectuados por el honorable Consejo de Estado en su sección 

tercera. 

 

Adicionalmente considero que es de vital importancia el estudio de esta 

problemática teniendo en cuenta la coyuntura en la que se encuentra el Estado 

Colombiano, esto es el posible acuerdo de Paz que se puede suscribir entre la 
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guerrilla de las F.A.R.C. (la más numerosa al interior del país) y el Gobierno 

Nacional, generando un virtual ambiente de Post-conflicto el cual implica 

reparación integral de las personas que acrediten su calidad de víctimas, pudiendo 

así generar una probable congestión del aparato judicial y en especial el 

contencioso administrativo en materia de responsabilidad estatal. 

 

Los factores socio-culturales afectan de manera directa el entorno político-jurídico 

de los Estados, no es lo mismo el estudio de las leyes en países los cuales no 

están sumidos en la violencia, tienen una cultura totalmente diferente a la nuestra, 

incluso en aspectos de moralidad y urbanidad. Afectando también los propósitos, 

fines y condiciones que debe brindar a sus ciudadanos.    

 

Un Estado de derecho debe cumplir con tres condiciones: ser eficaz, ser 

legítimo y ser legal. Un Estado de derecho deficiente sería entonces aquel 

que se acerca a una situación en la cual el poder es ineficaz, ilegítimo e 

ilegal. Casi todos los Estados se encuentran en un punto intermedio entre 

esos dos extremos (GARCIA, 2013).  

 

Se plantea la disyuntiva entre la conveniencia y/o necesidad de tener estas 

estaciones de la Fuerza Pública para prestar una efectiva protección de la 

comunidad o sí por el contrario tener dichas instalaciones genera la exposición 

innecesaria de la comunidad a que pudiese padecer agravios por la ubicación de 

dichos Entes de seguridad, atendiendo a la eficacia de las instituciones del Estado 

para cumplir sus fines. 

 

Se busca llegar a identificar el alcance de la Responsabilidad Patrimonial del 

Estado Colombiano con las víctimas civiles de ataques a los puestos de la Fuerza 

Pública en los cascos urbanos se evidencia que en cuanto al tema de la 

responsabilidad patrimonial (extracontractual) del Estado con los civiles que son 

víctimas del conflicto armado y se ven violentados por ataques efectuados por 
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miembros de grupos rebeldes al margen de la ley, que tienen como objetivo 

locaciones dentro de los diferentes cascos urbanos del país, generando pánico y 

destrucción en la comunidad adyacente a dichos fortines militares 

 

Frecuentes casos se presentan en los cascos urbanos de pequeñas poblaciones a 

lo largo de la geografía nacional, donde los diferentes hostigamientos e incluso las 

emboscadas de los grupos ilegales ponen en riesgo la vida de civiles que transitan 

o viven en zonas aledañas a estos puestos de control de las autoridades y por 

circunstancias adversas ya sea por falta de previsión, de táctica o simplemente por 

situaciones del azar en un país con un conflicto interno de más de cincuenta años, 

es necesario afianzar conocimientos frente a la falla en el servicio, el daño 

especial y el riesgo excepcional. 

 

Retomando lo anterior surge la inquietud frente a la disyuntiva respecto ¿falla en el 

servicio, daño especial o riesgo excepcional frente responsabilidad patrimonial del 

Estado en atentados a estaciones de policía en casco urbano en virtud del 

conflicto armado con víctimas civiles?  Lo anterior con el propósito de determinar 

qué tipo de responsabilidad es endilgarle al Estado en atentados a estaciones de 

policía en casco urbano en virtud del conflicto armado con víctimas civiles para 

que posteriormente a esto exista una reparación tomando esta como “la manera 

como el responsable cumple la obligación de reparar asegurando a la víctima el 

retorno al status quo ante al acaecimiento del daño” (Henao,2015). 

 

Jurídicamente es viable porque sirve de herramienta para los afectados por estos 

incidentes que generalmente son personas con escasos recursos económicos, 

además que es útil para los abogados que se representen a este grupo de 

personas, para los estudiantes de Derecho que deseen conocer el tema. 

 

La responsabilidad patrimonial de los estados es un tema complejo y muy general 

conceptualmente en materia del derecho administrativo, se debe definir cuáles son 
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las concepciones de la responsabilidad patrimonial y desde que punto se aborda, 

esto es, en cuanto a la  responsabilidad objetiva, es decir con la simple ocurrencia 

del hecho que produjo el resultado lesivo para la persona ya es el Estado 

responsable de resarcir monetariamente reparando o si por el contrario 

corresponde a una responsabilidad subjetiva en el ámbito de la falla del servicio 

que conlleva a un estudio de culpabilidad del Estado por la ubicación de dichos 

recintos militares al interior de estos asentamientos como pueblos y municipios de 

nuestro país. 

    

Responsabilidad patrimonial Extracontractual del Estado 

   

Para entender el tema sub-examine debemos iniciar con el concepto de la 

responsabilidad y la forma en que surgió el auto español Fernando Garrido Falla 

indica  

 

La teoría de la responsabilidad patrimonial de la Administración surge como 

consecuencia de la actividad administrativa ilícita o, al menos, dentro del 

campo de los daños causados por la Administración Pública sin título jurídico 

para ello, lo cual se corresponde —como la otra cara de la misma moneda— 

con la ausencia de una obligación legal, por parte del dañado, de soportar el 

daño (6). Dicho de otra forma: actividad lícita de la Administración se 

corresponde con obligación del administrado de soportar dicha actividad 

justificada por el interés público que se satisface, pero que determina el 

nacimiento de un derecho a reclamar indemnización por parte del 

perjudicado; por contraste, la actividad ilícita de la Administración que causa 

un daño al particular justifica cabalmente el derecho de éste a exigir que la 

Administración le repare el daño causado (Garrido, 1989,P. 10). 

 

 

Siendo este un concepto que, sí bien fue correcto, esta ilicitud no siempre es 

necesaria porque puede partir de una actividad lícita pero que, sin embargo, pudo 



7 
 

llegar a tener dificultades en la ejecución de su actividad en aspectos de previsión, 

estrategia y cuidado que no llevan a la ilicitud de la conducta desplegada. 

Podemos encontrar una postura un poco más actualizada que plantea que 

 

Existe un principio de derecho que implica, que el que cause daño a otro 

debe repararlo, lo que determina que exista una obligación indemnizatoria 

de perjuicios por quienes los acusen a favor de los afectados; principio, que 

no solamente se aplica en derecho privado, sino, en igual forma en el 

derecho público frente al Estado (GUECHÁ,2014). 

 

La responsabilidad patrimonial del Estado se encuentra consagrada en la 

Constitución Política de 1991 la cual estableció:  

 

Artículo 90. El Estado responderá patrimonialmente por los daños 

antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la 

omisión de las autoridades públicas. 

  

En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial 

de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta 

dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá 

repetir contra éste. (CONSTITUCION POLITICA,1991) 

 

La Corte Constitucional en jurisprudencia C-644/2011 al resolver una acción de 

inconstitucionalidad contra las normas del C.P.A.C.A, nos indica los antecedentes 

de la responsabilidad patrimonial en Colombia en los siguientes términos 

 

Hasta antes de la entrada en vigencia de la Carta Política de 1991, no existía 

en el ordenamiento jurídico colombiano una cláusula que consagrara de 

manera específica la responsabilidad patrimonial del Estado. La 

responsabilidad estatal se concibe como una institución de origen netamente 

jurisprudencial a partir de la jurisprudencia desarrollada en sus inicios por la 
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Corte Suprema de Justicia y posteriormente por el Consejo de Estado, con 

sustento en las disposiciones del Código Civil que regulaban el tema de la 

responsabilidad patrimonial en el ámbito del derecho privado. Respecto al 

aporte de la Corte Suprema de Justicia, este inicia con la sentencia de 

octubre 22 de 1896, donde se considera que a pesar de que las entidades 

estatales sean personas jurídicas y, por tanto, irresponsables penalmente 

por los daños que ocasionaran a los ciudadanos, sí se encontraban 

obligadas objetivamente a las reparaciones civiles por los perjuicios que 

resultaren de una conducta punible imputable a los funcionarios públicos. 

Con esta decisión se evidencian las modalidades concretas: la 

responsabilidad indirecta, la responsabilidad directa  y la falla en el servicio, 

que acogerá posteriormente la jurisdicción contencioso administrativa. A 

partir de la expedición de la ley 167 de 1941, la institución de la 

responsabilidad patrimonial del Estado inicia su proceso de evolución y 

consolidación jurídica, y se le reconoce competencia al Consejo de Estado 

para conocer de las acciones reparatorias que se inicien contra las 

instituciones públicas. La jurisprudencia del Consejo de Estado fijó como 

requisitos constitutivos de la responsabilidad patrimonial del Estado: (i) la 

existencia de un daño antijurídico, (ii) que la acción u omisión desplegada 

sea imputable a las entidades públicas y (iii) que se presente una relación de 

causalidad material entre el daño antijurídico y el órgano estatal. Fue a 

instancias del constituyente de 1991 que acogiendo los criterios 

jurisprudenciales fijados por la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de 

Estado, se encargó de llenar ese vacío normativo respecto del instituto 

resarcitorio por actuaciones de los entes públicos y consagró en el artículo 

90 de la Carta Política la responsabilidad patrimonial del Estado por los 

daños antijurídicos que le sean imputables, por la acción o la omisión de las 

autoridades públicas, responsabilidad que se proyecta indistintamente en los 

ámbitos precontractual, contractual y extracontractual(Corte 

Constitucional.2011) 
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Dejando la Corte en claro los tres elementos fundamentales para que se configure 

la responsabilidad patrimonial, y teniendo como base fundamental el artículo 90 de 

la Constitución Política. Con respecto al daño antijurídico con su nacimiento en 

1991. Manifiesta que al hablar de la responsabilidad del Estado ya no se hace a 

modo meramente subjetivo, es decir, de una falla en la prestación del servicio, 

sino que por el contrario permite que el Estado entre a responder por todos 

aquellos daños ya sean patrimoniales y extra patrimoniales que sean generados a 

la ciudadanía sin que exista una razón justificada y jurídica que conlleve a tolerar 

el mencionado daño. 

 

El daño antijurídico ha sido un tema desarrollado por el Honorable Consejo de 

Estado a lo largo de los diferentes pronunciamientos desde la década de los 90, 

convirtiéndolo en un punto cardinal respecto a la responsabilidad patrimonial, que 

sin embargo ha sido complejo llegar a definirlo, tal como se manifiesta en 

jurisprudencia 2005-000189 de 9 de julio de 2014 Sobre el concepto de daño 

antijurídico, ha dicho la Sala:  

 

A pesar de que el artículo 90 de la Constitución es claro en señalar que el 

Estado ´responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le 

sean imputables´, lo cierto es que en nuestro ordenamiento jurídico no 

existe definición normativa del concepto de daño antijurídico. Por ello, la 

jurisprudencia nacional, siguiendo algunos parámetros de la doctrina 

extranjera, dada la similitud de los artículos 106 de la Constitución 

Española y 90 de la Constitución Colombiana, ha definido el daño 

antijurídico como “la lesión de un interés legítimo, patrimonial o 

extrapatrimonial, que la víctima no está en la obligación de soportar, que no 

está justificado por la ley o el derecho (Consejo de Estado.2005). 

 

También se ha entendido como el daño que se produce a una persona a pesar de 

que “el ordenamiento jurídico no le ha impuesto a la víctima el deber de soportarlo, 

es decir, que el daño carece de ‘causales de justificación”. (Consejo de Estado. 
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Sentencia de 5 de diciembre de 2005, exp. 12.158) igualmente indica que existe 

un campo de libertad del juez al momento de encuadrar la existencia o no de un 

daño antijurídico en modelos de responsabilidad del Estado así 

 

En lo que refiere al derecho de daños, como se dijo previamente, se observa 

que el modelo de responsabilidad estatal establecido en la Constitución de 

1991 no privilegió ningún régimen en particular, sino que dejó en manos del 

juez la labor de definir, frente a cada caso concreto, la construcción de una 

motivación que consulte razones, tanto fácticas como jurídicas que den 

sustento a la decisión que habrá de adoptar. Por ello, la jurisdicción 

contenciosa ha dado cabida a la adopción de diversos “títulos de imputación” 

como una manera práctica de justificar y encuadrar la solución de los casos 

puestos a su consideración, desde una perspectiva constitucional y legal, sin 

que ello signifique que pueda entenderse que exista un mandato 

constitucional que imponga al juez la obligación de utilizar frente a 

determinadas situaciones fácticas un determinado y exclusivo título de 

imputación. En consecuencia, el uso de tales títulos por parte del juez debe 

hallarse en consonancia con la realidad probatoria que se le ponga de 

presente en cada evento, de manera que la solución obtenida consulte 

realmente los principios constitucionales que rigen la materia de la 

responsabilidad extracontractual del Estado (Consejo de Estado.2005). 

 

Lo anterior para llegar al punto de asegurar que para que exista responsabilidad 

extracontractual del Estado deben concurrir un daño antijurídico, que no sea 

legamente obligatorio soportar al ciudadano que pueda llegar a tener un título de 

imputación ya sea subjetiva u objetiva. 

 

La falla en el servicio. 

 

La falla en el servicio corresponde al régimen de responsabilidad subjetiva, en 

donde la administración responde generalmente por cumplir con sus obligaciones 
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de forma tardía, incompleta, defectuosa, por omisión, además de por 

extralimitación en el cumplimiento de las funciones que tiene a cargo. En cuanto a 

la falla por omisión que es el tipo de falla que nos resulta útil resulta preciso “los 

casos de omisión de la administración, lo que se revela es una absoluta ausencia 

de acción o de funcionamiento de las agencias o entidades del Estado del 

cumplimiento de sus funciones legalmente encomendadas y en detrimento de los 

asociados” (Ruiz,2016). 

 

De acuerdo a lo anterior se puede colegir que de ese incumplimiento sin justa 

causa de una obligación contenida en la ley que debía desempeñar la autoridad 

competente, para nuestro caso la Fuerza Pública, derivó en una negligencia 

injustificada. Esta negligencia debe precisarse que se estudia desde la óptica de la 

inobservancia por parte del funcionario competente de los deberes y obligaciones 

que tiene asignados en virtud a su cargo; en el estudio de este tipo de 

responsabilidad se evalúan aspectos tales como las reglas de la experiencia vgr. 

en las tácticas militares y/o de policía tanto de ataque como de defensa, en la 

ubicación estratégica de estaciones de comando para brindar protección a las 

comunidades, el grado de conocimiento sobre el riesgo que se corre por parte del 

funcionario con su actuar omisivo es valorado. 

 

Ampliando un poco lo reseñado en precedencia frente a la falla en el servicio esta 

toma concreción cuando los agentes representantes del Estado no satisfacen los 

requerimientos de sus funciones esto entendido como el actuar por defecto, dejar 

de hacer o por exceso, es decir extralimitarse de las funciones que tiene 

asignadas, en el caso que nos atañe a estudio encontramos en cuanto a la falla en 

la prestación del servicio de defensa o protección de la población, casos en lo que 

incluso la misma autoridad es permisiva y facilitadora o en casos extremos 

patrocinan el actuar de los terceros  subversivos en su actuar lesivo de los civiles y 

del propio Estado. 
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Se debe tener en cuenta que la razón de ser de la ubicación de estas estaciones 

dentro de los cascos urbanos es la protección de la seguridad pública como un 

bien jurídico tutelado constitucionalmente y legalmente protegido, siendo 

igualmente el fundamento de la existencia de la Fuerza Pública en todas las 

sociedades. 

 

El actuar dañoso del tercero que tiene como objetivo el debilitamiento militar de la 

contraparte, sin llegar a siquiera inmutarse por los daños colaterales que puedan 

llegar a causar, en cuanto al eximente de responsabilidad que se encuentra frente 

a esta imputación de falla en el servicio es la prueba de la diligencia del 

funcionario y de la Entidad en la situación que le es endilgada.  

 

Daño Especial. 

 

El daño especial es un tipo de responsabilidad objetiva que refiere a las cargas 

que debe soportar un ciudadano, es decir si las cargas públicas son iguales no 

hubiese lugar a hablar de reproche alguno frente al Estado, sin embargo, si esta 

es especial se entrará a indemnizar al ciudadano, debido a que no tiene a 

obligación de soportar. Por ser el daño especial y el riesgo excepcional 

responsabilidad objetiva  

 

Son los regímenes basados en responsabilidad sin falla; no requieren que 

el Estado haya incurrido en una falla del servicio para que se vea 

comprometida su responsabilidad patrimonial; por tanto, al actor le 

corresponderá probar el hecho dañoso sufrido y el nexo causal entre uno y 

otro. La exoneración para el Estado queda sujeta a demostrar una causa 

externa, sea esta la fuerza mayor o el hecho exclusivo de la víctima o de un 

tercero. (Armenta.2008) 

 



13 
 

El Consejo de Estado en lo relacionado a la protección especial de las personas 

teniendo en cuenta los principios y fines del Estado se manifiesta que respecto a 

la jurisprudencia en precedente jurisprudencial constitucional se indica: “El Estado 

de Derecho se funda en dos grandes axiomas: El principio de legalidad y la 

responsabilidad patrimonial del Estado. La garantía de los derechos y libertades 

de los ciudadanos no se preserva solamente con la exigencia a las autoridades 

públicas que en sus actuaciones se sujeten a la ley sino que también es esencial 

que si el Estado en ejercicio de sus poderes de intervención causa un daño 

antijurídico o lesión lo repare íntegramente”. (Corte Constitucional, sentencia C-

832 de 2001)  

 

La responsabilidad objetiva prescinde en absoluto de la conducta del 

sujeto, de su culpabilidad; en ella se atiende única y exclusivamente al 

daño producido. Basta éste para que su autor sea responsable cualquiera 

que haya sido su conducta, haya habido o no culpa o dolo de su parte. Es 

el hecho perjudicial, el hecho liso y llano y no el hecho culpable o doloso el 

que genera la responsabilidad (Alessandri.1981). 

 

Para aclarar este concepto podemos referir lo que indica Wilson Ruiz Orjuela en 

cuanto a que “Se entiende por responsabilidad objetiva del Estado cuando se 

supone la existencia de un hecho y del perjuicio causado por él pero que hace 

innecesario la indagación sobre la tipificación de la falla en el servicio, bien porque 

este no se hubiera prestado, porque se haya prestado tardíamente o en forma 

deficiente” (Ruiz, 2016). 

 

Lo plantea también una egresada de la Universidad Militar Nueva Granada como 

 

Que se desarrolle una actividad legitima por parte de las autoridades 

públicas, esta actividad debe causar el menoscabo del derecho de una 

persona o un grupo de personas, este menoscabo debe tener origen en el 

rompimiento del principio de igualdad de los ciudadanos frente a la ley y las 
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cargas públicas, este rompimiento del principio de igualdad debe causar un 

daño grave, anormal, especial y por ultimo debe existir un nexo causal 

entre la actividad legitima de la administración y el daño antijurídico 

causado Que se desarrolle una actividad legitima por parte de las 

autoridades públicas, esta actividad debe causar el menoscabo del derecho 

de una persona o un grupo de personas, este menoscabo debe tener 

origen en el rompimiento del principio de igualdad de los ciudadanos frente 

a la ley y las cargas públicas, este rompimiento del principio de igualdad 

debe causar un daño grave, anormal, especial y por ultimo debe existir un 

nexo causal entre la actividad legitima de la administración y el daño 

antijurídico causado (GOMEZ, 2010). 

 

 

Riesgo Excepcional. 

 

El riesgo excepcional hace parte al igual que el daño especial de la 

responsabilidad objetiva, consistente en que “la administración debe responder por 

los daños que cause con su actuación legítima, siempre que constituyan la 

materialización de un riesgo creado por ella” (Diaz.2014), adicionalmente el riesgo 

excepcional es aplicado en los eventos donde se desarrollan actividades 

peligrosas vgr. el uso de armamento y según Ruiz Orejuela también aplica a “…los 

atentados terroristas a objetivos públicos ubicados cerca de bienes o personas 

particulares o la ejecución de determinadas obras públicas” (Ruiz, 2016). 

 

Al momento de imputar responsabilidades al Estado existe la disyuntiva entre 

Daño especial y Riesgo excepcional; el primero es aquel que nace de la 

concurrencia de varios factores como lo son: que la actividad ejercida por la 

autoridad estatal en este caso la policía sea legitima, que exista un perjuicio al 

cual no está obligado el particular a soportar y un nexo causal en cuanto a esto el 

Consejo de Estado manifiesta en sentencia de radicado 23001-23-31-000-1997-

08445-01 que: 



15 
 

 

con base en la teoría del daño especial, ha considerado que el Estado debe 

responder patrimonialmente por los daños causados a particulares en 

desarrollo de acciones legítimas de defensa o ataque a cargo de las 

fuerzas armadas. En estos casos, el fundamento del juicio de 

responsabilidad no es la falla del servicio o en el incumplimiento de los 

deberes estatales, sino la existencia de un daño antijurídico que debe ser 

indemnizado debido a que excede el sacrificio que cualquier ciudadano 

debe soportar para permitir el normal funcionamiento del Estado y de las 

instituciones públicas (CONSEJO DE ESTADO.2012). 

 

En cuanto al riesgo excepcional el Consejo en sentencia de mayo de 2013 con 

ponencia de DANILO ROJAS BETANCOURTH que si bien es evidente la 

inexistencia de una postura uniforme frente al título de imputación y en el caso 

subexamine de dicho pronunciamiento se inclina sobre el riesgo excepcional con 

los siguientes fundamentos que con base a las reglas de la lógica comparto toda 

vez que por estrategia de defensa se debe mantener en ciertos lugares del país la 

defensa de estos en las periferias. Indica entonces  

 

La imputabilidad surge de la creación de un riesgo, que es considerado 

excepcional, en la medida en que supone la puesta en peligro de un grupo 

particular de ciudadanos, como consecuencia del desarrollo de una 

actividad dirigida a proteger a la comunidad en general.  No se trata aquí, 

entonces, de la existencia de una acción u omisión reprochable de la 

administración, sino de la producción de un daño que, si bien es causado 

por un tercero, surge por la realización de un riesgo excepcional, creado 

conscientemente por ésta, en cumplimiento de sus funciones. Y es la 

excepcionalidad del riesgo lo que hace evidente la ruptura del equilibrio 

frente a las cargas públicas y posibilita el surgimiento de la responsabilidad 

patrimonial del Estado (CONSEJO DE ESTADO. 2013). 
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La ubicación de las estaciones de policía corresponde a la necesidad de brindar 

seguridad a la comunidad, sin embargo, en la coyuntura que se encuentra el país 

frente la situación manifiesta de violencia, en algunos municipios del país es 

necesario entrar a cuestionarse sobre la factibilidad de la ubicación de estas 

dentro de los cascos urbanos, ya que generalmente una persona al residir en la 

cercanía de estas siente una relativa tranquilidad, pero que es una época tan hostil 

y de violencia sistemática llega a ser contraproducente aumentando el riesgo de 

quienes se encuentran aledañamente, en cuanto a lo anterior la corte 

constitucional jurisprudencialmente ha indicado. 

 

El artículo 2 inciso 1º de la Constitución consagra como fin esencial del 

Estado el de garantizar la efectividad de los derechos consagrados en la 

Constitución.  A su vez, el artículo 11 consagra la inviolabilidad del derecho 

fundamental a la vida.  Por otra parte, el segundo inciso del artículo 2º 

determina las finalidades para las cuales están instituidas las autoridades, y 

dentro de éstas, consagra en primer lugar la de brindar protección a la vida 

de las personas. 

  

Para lograr estos fines el constituyente consideró necesaria la organización 

de una fuerza pública (art. 216), conformada por las fuerzas militares y el 

cuerpo de policía.  Este último está constituido como una organización de 

naturaleza civil, a cargo de la Nación, que tiene una finalidad 

principalmente preventiva en el mantenimiento de las condiciones 

necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades, y para asegurar 

que los habitantes del territorio vivan en paz (CORTE 

CONSTITUCIONAL.2001). 

 

Extrayendo que el fin de que el servicio prestado por la policía es que los 

habitantes del territorio vivan en paz, situación que se contrapone a su ubicación 

dentro de comunidades en alto riesgo. Entrando en dicho pronunciamiento a 

diferenciar que el riesgo excepcional supone una falta de cuidado evidente frente 
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al daño especial toda vez que al encontrarse dichas estaciones en poblaciones 

con un riesgo evidente de ataque por ser un territorio de reiterados hostigamientos 

guerrilleros, que militar y policivamente se tiene identificado como una zona de alto 

riesgo, esa previsibilidad es el fundamento entre la diferenciación de un daño 

especial a un riesgo excepcional en cuanto al sometimiento del que fue sometido 

el civil. 

 

Explicado en otras palabras y manera de ejemplo que la postura del riesgo 

excepcional es aquella que debe aplicarse por parte del Consejo de Estado en 

adelante y teniendo en cuenta sus últimos pronunciamientos, sin caer nuevamente 

en la confusión de los tipos de responsabilidad al momento de tipificar caso a 

caso. 

Un buen ejemplo del sistema de responsabilidad por riesgos-y sin culpa-, 

está configurado por el “riesgo excepcional” por atentados terroristas, 

siempre y cuando el daño lo sufran terceros a raíz de atentados que sean 

dirigidos en razón de la actividad del Estado, como lo ataques a sus 

funcionarios, o a instalaciones oficiales (CAI, cuartel de policía, edificios 

públicos, etc.) circunstancia que hace que se aumente un riesgo que 

sobrepasa las cargas públicas que la población debe soportar, cabe aclarar 

que no siempre de los ataques terroristas se puede derivar responsabilidad 

de Estado, según el criterio del alto Tribunal, con lo cual en lo demás 

casos, el atentado terrorista per se no genera obligación patrimonial a 

cargo del Estado (Sayas, 2014). 

 

Conclusiones. 

 

Efectuado el estudio Jurídico de los regímenes de responsabilidad tanto subjetivo 

como objetivo y sus dos vertientes, luego de haber precisado tanto legalmente 

como jurisprudencialmente el alcance que cada uno de estos implica se ha llegado 

a las siguientes conclusiones: 
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 No debe el Consejo de Estado entrar a confundir los conceptos frente a los 

tipos de imputaciones mediante los cuales puede ser el Estado condenado 

por tener responsabilidad extracontractual en los ataques terroristas de 

grupos al margen de la ley puesto que cada una de estas es diferente y 

necesita un requisito extra para configurarse. 

 Sí bien el ataque sufrido por los civiles en el caso expuesto no es cometido 

directamente por la Fuerza Pública, quienes representan al Estado, es por 

las omisiones tácticas, por la falta de previsión y por cierto grado de 

negligencia institucional, que se les imputa la responsabilidad, las 

actividades peligrosas que realiza día a día tanto ejercito como la policía, 

generan un grado de conocimiento en su campo que los puede llevar a 

inferir que poblaciones pueden contar con estaciones de policía en su 

casco urbano y cuáles no, creando nuevas estrategias de defensa que no 

ponga en peligro a la ciudadanía. 

 De acuerdo a lo referenciado en precedencia y de acuerdo a los 

pronunciamientos de la Sección Tercera del Consejo de Estado en estos 

recientes años, considero que es acertado imputar al Estado en casos 

similares bajo el título de responsabilidad objetiva en la modalidad de riesgo 

excepcional por la realización de actividades riesgosas o peligrosas, en el 

que el elemento falla en el servicio no entra en juego y es el Estado quien 

tiene que entrar a desvirtuar el nexo de causalidad o una posible 

concurrencia de culpas. 

 En un comienzo me indagué sobre la posibilidad de legislar en la materia 

creando unas reglas estrictas para la imputación, similar a la forma en que 

se realiza en el derecho penal. Sin embargo, considero que con los 

pronunciamientos del Consejo de Estado se está logrando esa 

independencia conceptual de los tipos de responsabilidades en este 

aspecto de las víctimas de los ataques y considero que solo debe 

precisarse algunos aspectos, que en las demandas subsiguientes de 

reparación directa pueden concretarse.  
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